San Salvador de Jujuy, 22 de Agosto de 2012. 

AUTOS Y VISTOS: los de este expediente nº 148/2012, caratulado “ACCION DE HABEAS CORPUS INTERPUESTA POR EL DR. ARIEL FABRICIO ROLDAN EN FAVOR DE M. A. A. G.”, del que 

RESULTA: 

A fs. 1 de la presente causa, comparece el Dr. Ariel Fabricio Roldan, quien promueve acción de hábeas corpus a favor de M. A. A. G.. 

Argumentó, en orden a justificar su pedido, que en circunstancias en que su defendido intentaba ingresar a su domicilio, es que se produce un altercado entre el Sr. G. y el Sr. M. A. P., dando como resultado lesiones leves en éste último. Ante dicha situación el Sr. G. es arrestado por personal de la seccional 5º siendo el domingo 12 de agosto comunicado de una orden de detención en su contra. Por ello el día lunes 13 de Agosto G. declara, como imputado, sobre lo sucedido, el cual no solo declara sino que se hace responsable de lo sucedido, reconociendo el hecho investigado, las lesiones producidas y su autoría en las mismas, es así que ese mismo día su abogado defensor requiere el cese de detención la cual recibió un dictamen negativo por parte del Agente Fiscal Nº 2, el cual requiere se rechace el pedido en base a pruebas informativas no producidas, dicho dictamen fue confirmado el día 15 de Agosto del corriente año por el Juez de Control Nº 4. 

Habiendo compulsado la causa Nº P-19696 caratulada “G., M. A. A. p.s.a. de Amenazas y lesiones leves en concurso real, Ciudad”, la cual tengo a la vista y la causa nº P-19696-I, del Juzgado de Control, actuante, y tras haber recibido en audiencia prevista por el art. 40, inc. 3, de la Constitución Provincial a M. G., la petición se encuentra en estado de ser resuelta. 

Y CONSIDERANDO: 

I. 

El art. 40 de la Carta Magna local dispone, en su numeral 1, que “toda persona que fuere detenida sin orden emanada en legal forma de autoridad competente, por juez incompetente o por cualquier autoridad, o a quien ilegal o arbitrariamente se le negare, privare, restringiere o amenazare en su libertad podrá por sí o por tercero en su nombre (…) promover acción de hábeas corpus ante un magistrado judicial, con excepción de los que integran el Superior Tribunal de Justicia, a fin de que ordene su libertad o que lo someta a juez competente o que haga cesar inmediatamente la amenaza, supresión, privación o restricción de su libertad”. 

A la luz de los supuestos señalados por el dispositivo constitucional en análisis, así como teniendo en cuenta lo expresado por el promotor de autos, cabe concluir que se postula que nos encontramos ante el tercer supuesto enunciado, a saber, aquel que prevee este remedio a favor de aquel “a quien ilegal o arbitrariamente se le negare, privare, restringiere o amenazare en su libertad”. 

II. 

Ahora bien, se torna necesario advertir, primero, que en el presente caso no está cuestionado que la orden de privación de libertad fue emitida por un órgano jurisdiccional competente. En este orden de ideas, bien vale recordar que, como lo tiene decidido la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y según lo consigna Alejandro Carrió (Garantías constitucionales en el proceso penal, ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2003, p. 164), “el hábeas corpus no procede si la privación de libertad se originó en una causa seguida ante juez competente y los cuestionamientos tendientes a demostrar lo injustificado de la detención por esa autoridad o las falencias en el procedimiento son ajenas a ese remedio procesal e incumben a los jueces de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio, deberán hacerse valer los recursos legales correspondientes”. 

Esta circunstancia se tornará relevante para la solución que, en definitiva, cabe asignar a la cuestión. 

III. 

Va de suyo que este extremo en particular no implica, por sí solo, que la pretensión de hábeas corpus deba ser rechazada por tal motivo sino que, antes bien, dada la naturaleza y objeto de la acción y su jerarquía eminentemente constitucional, exige un análisis pormenorizado de los demás elementos de la causa. 

Siendo ello así, y a tenor de las constancias del expediente nº P-19.696, que se labra por ante la Fiscalía de Investigaciones nº 2, que tengo a la vista, así como de las actuaciones que obran agregadas en el expediente nº P-19.696-I del Juzgado de Control, se verifica que la causa de marras se encuentra en pleno trámite, datando la última actuación en los obrados mencionados en primer término, consistente en el oficio de devolución del principal por el Juzgado de Control actuante, del 21 de agosto ppdo., a horas 19:40. 

A su vez, de lo actuado a fs. 17/19 y vta. de la misma causa se constata la existencia de la orden de detención emitida por la Sra. Jueza de Control, a petición del Sr. Fiscal de Investigaciones, efectuada a fs. 15/16. 

De su lado, también advierto que en los actuados identificados bajo el número P-19.696-I del Juzgado de Control, se sustancia la finalización de la cautelar aplicada al encartado. 

Celebrada la audiencia que prevee el art. 40, inc. 3, de la Constitución de la Provincia, en la que el Sr. G. ratificó los términos de la presentación que inaugura estos actuados, la causa se encuentra en estado de ser resuelta. 

IV. 

A la luz del examen de las constancias existentes en los exptes. Nº P-19.696 y P-19.696-I, concluyo que el remedio deducido no es procedente por diversas razones, formales, unas, y materiales, otras. 

1. 

En cuanto a las primeras, cabe decir que la privación de libertad del justiciable asistido por el ocurrente fue dispuesta por un magistrado competente, en ejercicio de la autoridad que le otorga la Constitución y la ley. Esta circunstancia significa un severo obstáculo para el andamiento de esta acción, en los términos de lo expresado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y que fuera recordado en el apartado II de estos considerandos. 

Por cierto que esta solución se justifica en virtud de que, de otro modo, un juez incompetente en la causa principal podría llegar a tomar ingerencia en ella, en violación a la competencia y a la jurisdicción titularizada por otro órgano jurisdiccional cuando, en rigor, existen otros mecanismos procesales idóneos para resolver la cuestión. 

2. 

En lo que interesa a las deficiencias halladas en el aspecto material de la pretensión, el principal argumento optativo a su procedencia consiste en que, a tenor de las razones invocadas por el presentante en este hábeas corpus surge evidente que se persigue, mediante el ejercicio de vías procesales inidóneas y por ante un órgano jurisdiccional distinto, que este proveyente escamotee la competencia para decidir sobre la libertad de G. cuando, en rigor, ello hoy está a conocimiento y decisión de quien, por Constitución y por ley, le corresponde zanjar la materia. 

Más aún, si, conforme a lo establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, las decisiones inherentes a la situación del imputado, entre las que se cuenta su privación de libertad, incumben a los jueces de la causa, el remedio interpuesto debe ceder pues “… respecto de sus resoluciones, en caso de existir agravio, deberán hacerse valer los recursos legales correspondientes”, conducta procesal que, en definitiva, aún no ha hecho valer el presentante. 

3. 

Asimismo, advierto la presencia de otro escollo, no de orden formal, sino verdaderamente material en la cuestión en examen, a saber, que las expresiones vertidas por el presentante en orden a justificar su pedido dan cuenta de sus reproches a las razones de fondo que motivaron la petición fiscal para la detención. 

En razón de ello, entiende este proveyente que mal puede apreciar lo acertado o desacertado de las motivaciones materiales de la medida restrictiva de la libertad ordenada por la vía del habeas corpus, pues aquella deviene susceptible de ser embatida por los medios procesales existentes a tal fin y que, en definitiva, ya se encuentran en pleno trámite por las vías adjetivas pertinentes, conforme se ha constatado. 

Ciertamente que esta limitación para la defensa, obra también para este órgano jurisdiccional, en cuanto, a los efectos de la medida de protección constitucional interpuesta, debe constatar la observancia de las exigencias formales para ello, lo que, además, no fue impugnado. 

Por lo demás, no puedo permitirme soslayar la circunstancia de que, con fecha 12 de agosto del corriente año, la misma parte interpuso idéntico remedio por ante el Tribunal en lo Criminal nº 1, el que tramitara por expediente nº 142/12, que tengo a la vista, empleando los mismos argumentos a los expuestos para promover esta causa, obteniendo resultado negativo, a tenor de lo resuelto a fs. 33/34 de dichas actuaciones. 

V. 

En suma, entonces, y luego de un detallado estudio de las actuaciones principales compulsadas, no se verifican elementos que autoricen a expedirme por el progreso del hábeas corpus deducido, correspondiendo dictar su rechazo, siguiendo idéntico criterio al reiteradamente adoptado por este proveyente en la causa nº 13/09, caratulada “Recurso de hábeas corpus solicitado por el interno J. A. C.”, resuelta el 13 de febrero de 2009 y en la causa nº 188/09, caratulado “Recurso de hábeas corpus a favor de V. N. B.”, del 9 de octubre de 2009, entre otros precedentes de este Tribunal. 

Por los motivos precedentemente expuestos, 

RESUELVO: 

1.- No hacer lugar a la acción de habeas corpus interpuesto por el Dr. Ariel Fabricio Roldán a favor de M. A. A. G.. 

2.- Remitir en devolución los expedientes nº P-19696 caratulada “G., M. A. A. p.s.a. de Amenazas y lesiones leves en concurso real, Ciudad.” Y P-19696-I a la Fiscalía de Investigaciones y al Juzgado de Control intervinientes, respectivamente. 

3.- Registrar, agregar copia en autos y notificar. 

Fdo. Dr. LUIS ERNESTO KAMADA- VOCAL 

Secretaría Dr. ALEJANDRO CASTAGNA

